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PUNTO DE VISTA 

Por Matías Acevedo E 

Académico Facultad de Ciencias Económicas 

y Empresariales Universidad de los Andes 

  

    

Dorothy y el arte de “descontinuar” abusos 
ara hacer cumplir la ley, la 

Contralora General de la 

República, Dorothy Pérez, 

entendió algo clave : un 

informe de auditoría tra- 

dicional no bastaba para 

cambiar conductas. Y por 

eso, para enfrentar el uso irregular de li- 

cencias médicas, se necesitaba algo distin- 

to: evidencia difícil de refutar y una comu- 

nicación capaz de transformar un hallazgo 

en un cambio radical en el comportamien- 

to de miles de funcionarios y médicos. 

El instrumento elegido con pinzas fue la 

CIC Consolidado de Información Circu- 

larizada-, una herramienta que permitió 

cruzar información de licencias médicas 

con salidas del país, visitas a casinos y 

otros registros administrativos. El resul- 

tado fue contundente: 53.933 situaciones 

observadas de eventuales irregularidades 

de funcionarios. De corregirse esos abu- 

sos, el ahorro potencial estimado para el 

Estado podría alcanzar cifras muy relevan- 

tes, del orden de US$600 millones. 

  

Conviene recordar el contexto previo, en 

el que abundaban las explicaciones sobre 

el elevado número de licencias. Por ejem- 

plo, en enero de 2025, el presidente de la 

ANEF, José Pérez, cuestionó un informe 

de Dipres sobre el uso de licencias, argu- 

mentando que, según sus “datos”, cerca 

del 70% de los funcionarios públicos pre- 

sentaba problemas de salud mental. En 

julio de 2024, la entonces presidenta del 

Colegio Médico, Anamaría Arriagada, cri- 

ticó el proyecto de ley que buscaba regu- 

lar su uso, argumentando que “la mayo- 

ría de los médicos actúa con ética”. En el 

Congreso, algunos también relativizaban 

el problema: “pagan justos por pecado- 

res”. Pero el resultado de la CIC fue letal 

y quedaron sin piso para sostener esas ex- 

plicaciones. 

Siguiendo esa fórmula, el solo anuncio 

del gobierno de publicar los nombres de 

deudores morosos con altos ingresos ele- 

vó significativamente la recaudación del 

CAE, entre ellos parlamentarios y altas 

autoridades. Hasta hace poco, la solución 

dominante era la condonación. Pero la 

ciudadanía entendió que es inaceptable 

que personas que pueden pagar no lo ha- 

gan. La vergúenza pública, acompañada de 

evidencia y de una comunicación eficaz, 

terminó por lograr lo que muchos consi- 

deraban difícil. 

El contraste a estos ejemplos es cómo se 

conocieron los oficios, donde cada uno se 

convirtió en un hecho político. La discu- 

sión se concentró en los programas y no en 

las conductas de las personas que acceden 

a ellos y los ejecutan, lo que derivó rápida- 

mente en consignas como “el gasto social 

no se toca”. Cuando la pregunta correcta 

debería ser otra: ¿qué parte del gasto social 

llega hoy a quienes no cumplen los requi- 

sitos? También conocido como “fraude so- 

cial”. 

En marzo, cerca de 17 millones de perso- 

nas están inscritas en el RSH, lo que equi- 

vale a 8,9 millones de hogares. De ellos, 4,7 

millones corresponden a hogares uniper- 

sonales. Una parte importante de estos da- 

tos son autodeclarados. La cifra contrasta 
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con el Censo 2024, que registra 18,5 millo- 

nes de personas y 6,6 millones de hogares, 

de los cuales solo 1,4 millones son hogares 

unipersonales. La discrepancia en los ho- 

gares unipersonales es demasiado grande 

como para ignorarla. 
Hay rectores de universidades adscri- 

tas a la gratuidad que han señalado que 

los deciles inmediatamente superiores al 

corte de la gratuidad prácticamente han 

desaparecido. En un reciente seminario 

en la Universidad de los Andes, Dorothy 

Pérez explicó que está aplicando la misma 

herramienta que la de las licencias mé- 

dicas, la CIC, a una parte importante de 

los programas sociales y mencionó ejem- 

plos que apuntan a eventuales problemas. 

Como en el caso de personas que acceden 

al programa de subsidio al arriendo, pese 

a tener una o más propiedades o a vivir en 

el extranjero. 

Al finalizar el seminario, la Contralo- 

ra hizo un llamado a que este trabajo no 

es solo responsabilidad de su institución, 

sino de todos: sean del sector público o del 

privado, formamos parte de lo que deno- 

mina el “Sistema Nacional de Control”. Y 

nos enseña, con su método, que cuando 

se combinan rigor técnico, comunicación 

clara y sobriedad institucional, sí se pue- 

den “descontinuar” los abusos y cambiar 

las conductas para resguardar el buen uso 

de los recursos públicos. 

Por eso, la próxima vez que “aplaudan 

de pie” a la Contralora por casos simila- 

res a los de las licencias médicas, debería 

incomodarnos: si su trabajo fue esencial 

para resolverlo, siendo la última línea de 

defensa, es porque hicimos mal nuestra 

parte del trabajo.Q 

  

n Chile, la conversación eco- 

nómica se suele reducir a una 

pelea de trincheras: o ajusta- 

mos el cinturón o expandi- 

mos el gasto. Pero el dilema 

de fondo es más simple —y 

más duro—: llevamos dema- 

siado tiempo creciendo poco. Con proyec- 

ciones para 2026 en torno a 1,5%-2,5% y un 

crecimiento tendencial a 10 años en el mis- 

mo orden, el problema ya no es solo fiscal. 

Es de ambición. De proyecto. De inversión. 

Y, sobre todo, de volver a crecer. 

La disciplina fiscal ha sido un activo. Nos 

dio credibilidad y estabilidad en tiempos 

difíciles. Pero una cosa es cuidar las cuen- 

tas y otra es resignarse al bajo crecimiento. 

Hoy, el costo de la inacción puede ser ma- 

yor que el de una flexibilización acotada y 

bien diseñada: una brecha fiscal temporal, 

con monto, destino y plazo definidos, des- 

tinada a inversión pública de alto impacto 

y con evaluación ex ante y ex post. No a 

gasto permanente. Á proyectos que muevan 

productividad: infraestructura logística, 

habilitación para la transición energética, 

capital humano, ciencia aplicada y un mar- 

co regulatorio que vuelva a poner a la inver- 

sión privada en el centro. 

Ese es el punto del “multiplicador fiscal”: 

inversión pública que empuja inversión 

privada y eleva el crecimiento potencial. 

  

  

Por Javier Álvarez 
Ingeniero Civil Químico       

  

Chile invierte en Chile 

  

Puertos más eficientes, carreteras y trans- 

porte que reduzcan costos, una política de 

vivienda que también active empleo formal, 

digitalización del Estado y de las empresas, 

y apoyo efectivo a pymes para que pasen de 
sobrevivir a expandirse. Si se elige bien, el 

retorno no es solo actividad en el corto pla- 

zo; es más productividad y, por lo tanto, más 

recaudación futura. La discusión, entonces, 

no es déficit sí o no: es en qué se invierte, 

con qué estándares de ejecución y cuánto 

demora en convertirse en obras. 

La otra parte de la ecuación es tributaria. 

No por ideología, sino por incentivos. En la 

última década, mientras varias economías 

comparables discutieron y ajustaron sus ta- 

sas corporativas a la baja, Chile elevó su carga 

hasta niveles en torno a 27%, en un mundo 

donde el promedio global se ubica cerca de 

21%. Distintos diagnósticos —incluidos los 

  

asociados a la Comisión Marfán— han adver- 

tido que una estructura que castiga la rein- 

versión termina frenando la formación de 

capital y, con ello, los aumentos sostenidos 

de salarios. En un país donde la inversión 

privada ha crecido poco, el margen para se- 

guir encareciendo el ahorro y la reinversión 

es estrecho. El foco debiera estar en una base 

más eficiente y en reglas estables. 

Los impuestos pueden ser procrecimiento 

si financian bienes públicos que aumenten 

productividad: seguridad, infraestructura, 

servicios que funcionen y un Estado que 

habilite. Si no, se transforman en un costo 

adicional que no se compensa con mejo- 

res condiciones para producir e invertir. La 

discusión relevante no es “más” o “menos” 

Estado, sino uno que haga bien lo esencial y 

rinda cuentas. 

Nada de esto despega, además, si la “per- 

misología” sigue convirtiendo proyectos en 

maratones interminables. Sin gestión públi- 

ca, la mejor estrategia se queda en titulares. 

La señal debiera ser nítida: usar de manera 

responsable la capacidad de financiamiento 

del Estado para destrabar inversión, elevar 

productividad y recuperar crecimiento, con 

plazos, metas y responsables visibles. Un 

déficit acotado y temporal puede ser parte 

de la solución si compra futuro y no clien- 

tela. El estancamiento, en cambio, es una 

decisión. Chile debe invertir en Chile.Q
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